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Rivera Torres, Juez Ponente 
 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de agosto de 2024. 

 Comparece ante este tribunal apelativo, Triple-S Advantage, 

Inc. (Triple-S Advantage) y Triple-S Salud, Inc. (Triple-S Salud) 

mediante el Recurso de Revisión de epígrafe y nos solicitan que 

revoquemos la Resolución y Orden Parcial emitida por la Oficina de 

Mediación y Adjudicación del Departamento del Trabajo y Recursos 

Humanos de Puerto Rico (OMA) el 24 de mayo de 2024, notificada 

ese mismo día. Mediante dicho dictamen, la OMA declaró Ha Lugar 

a la reclamación de despido injustificado instada por la Sr. Sonaira 

Campos Vélez y ordenó a Triple-S Advantage el pago de la mesada 

en rebeldía por $19,650.99. A su vez, ordenó la continuación de los 

procedimientos en contra de Triple- S Salud.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

revocamos la Resolución y Orden Parcial recurrida. 



 
 

 
KLRA202400292  

 

2 

I.  

 El 9 de enero de 2023, la Sra. Sonaira Campos Vélez (señora 

Campos Vélez o la recurrida) presentó ante la OMA una Querella 

sobre despido injustificado bajo la Ley núm. 80 de 30 de mayo de 

1976, Ley Sobre Despidos Injustificados, 29 LPRA sec. 185a, contra 

Triple-S Advantage y Triple-S Salud solicitando una mesada de 

$19,650.99.1 Ello, al alegar haber sido despedida 

injustificadamente el 11 de febrero de 2022.  

 El 13 de febrero de 2023, la OMA emitió a Triple-S 

Advantage una Notificación de querella y vista administrativa.2 En 

síntesis, la OMA le notificó a Triple-S Advantage sobre la querella 

presentada en su contra y le apercibió de los términos dispuestos 

para la contestación y las consecuencias de su incumplimiento. 

  En lo aquí pertinente, el 8 de marzo de 2023, la OMA emitió 

una Notificación de querella y vista administrativa enmendada para 

incluir a Triple-S Salud y a Triple-S Advantage Solutions como 

partes querelladas.3 En cuanto a esta última, la OMA emitió una 

Resolución y orden parcial el 14 de febrero de 2024, notificada al 

día siguiente, en la cual declaró ha lugar el petitorio 

desestimatorio, entre otros asuntos.4 Además, en el referido 

dictamen se destacó que, a pesar de que Triple-S Salud admitió ser 

patrono de la querellante, el asunto de “… si Triple-S Advantage, 

Inc. es o no patrono debe ser un asunto para resolverse en la vista 

administrativa.”5 Asimismo, se señaló que: “Del expediente 

administrativo surge que, aunque Triple-S Salud, Inc. admitió ser 

patrono, pero de las cartas de cobro producto de la gestión 

investigativa del Negociado de Normas del Trabajo Triple-S 

Advantage, Inc. es nombrado el patrono.” Íd. De igual manera, 

 
1 Véase, Apéndice del Recurso, a las págs. 291-292. 
2 Íd., a las págs. 193-195. 
3 Íd., a las págs. 181-190. 
4 Íd., a las págs. 135-168. 
5 Íd., a la pág. 164. 
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destacó que Triple-S Advantage todavía no ha presentado la 

contestación a la querella. 

 Luego de varios trámites procesales, incluyendo una Urgente 

solicitud de vista argumentativa presentada por Triple-S 

Advantage,6 la OMA emitió la Resolución y Orden Parcial aquí 

recurrida.7 En dicho dictamen, la OMA declaró Ha Lugar a la 

reclamación de despido injustificado de la señora Campos Vélez y 

ordenó a Triple-S Advantage a pagar la mesada de $19,650.99 en 

rebeldía y a continuar los procedimientos contra Triple-S Salud. La 

OMA razonó que Triple-S Advantage no contestó la querella en el 

término de diez (10) días y no presentó justa causa por la 

dilación, limitándose solo a presentar una solicitud dispositiva. 

 Inconforme, acude ante este foro apelativo Triple-S 

Advantage y Triple-S Salud mediante el presente Recurso de 

Revisión imputándole a la OMA la comisión de los siguientes 

errores: 

PRIMER ERROR: ERRÓ LA OMA AL EMITIR UNA 
RESOLUSIÓN EN REBELDÍA SIN CELEBRACIÓN DE 
VISTA ADJUDICATIVA QUE CONDENÓ A TRIPLE-S 
ADVANTAGE A PAGARLE UNA MESADA DE 
$19,650.99 A LA SRA. CAMPOS Y A CONTINUAR 
IRRAZONABLEMENTE LOS PROCEDIMIENTOS 
CONTRA TRIPLE-S SALUD, PUES LA OMA CARECE 
DE JURISDICCIÓN SOBRE TRIPLE-S ADVANTAGE, 
YA QUE LA EVIDENCIA SUSTANCIAL QUE OBRA EN 
EL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO DEMUESTRA 
QUE TRIPLE-S ADVANTAGE ES UNA ENTIDAD 
AJENA A LA RELACIÓN PATRONO-EMPLEADA QUE 

EXISTIÓ ENTRE TRIPLE-S SALUD Y LA RECURRIDA. 
ELLO, TODA VEZ QUE LA CAUSA DE ACCIÓN POR 
DESPIDO INJUSTIFICADO EXPUESTA EN LA 
QUERELLA SÓLO LE PERMITE A LA OMA EMITIR 
DETERMINACIONES SOBRE CAUSAS PRESENTADAS 
POR EMPLEADOS CONTRA SUS PATRONOS; RAZÓN 
POR LA CUAL, A LA LUZ DE LAS CONSTANCIAS DEL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, LA OMA COMETIÓ 
GRAVE ERROR DE DERECHO AL DECLARAR SIN 
LUGAR LA DESESTIMACIÓN DE LA QUERELLA EN 
CONTRA DE TRIPLE-S ADVANTAGE POR FALTA DE 
JURISDICCIÓN Y FALTA DE CAUSA EN SU CONTRA 
QUE JUSTIFIQUE UN REMEDIO, MIENTRAS 
CONTINÚA EL CASO CONTRA EL PATRONO TRIPLE-
S SALUD. 
 

 
6 Íd., a las págs. 320-323. 
7 Íd., a las págs. 1-36. 
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SEGUNDO ERROR: ERRÓ LA OMA AL EMITIR UNA 
RESOLUCIÓN EN REBELDÍA SIN CELEBRACIÓN DE 
VISTA ADJUTICATIVA QUE CONDENÓ A TRIPLE-S 
ADVANTAGE A PAGARLE UNA MESADA DE 
$19,650.99 A LA SRA. CAMPOS EN FORMA  
AUTOMÁTICA POR NO HABER CONTESTADO LA 
QUERELLA EN EL TÉRMINO DISPUESTO PARA ELLO 
Y, EN LA ALTERNATIVA, HABER OPTADO POR 
PRESENTAR UNA SOLICITUD DE DESESTIMACIÓN 
POR FALTA DE JURISDICCIÓN Y FALTA DE CAUSA 
EN SU CONTRA QUE JUSTIFIQUE UN REMEDIO POR 
NO SER EL PATRONO DE LA EMPLEADA 
QUERELLANTE EL MISMO DÍA QUE EL PATRONO 
TRIPLE-S SALUD CONTESTÓ LA QUERELLA, 
ADMITIENDO QUE DESPIDIÓ POR JUSTA CAUSA A 
LA SRA. CAMPOS. ELLO, DEBIDO A QUE EL 
ORGANISMO ADMINISTRATIVO APLICÓ ERRÓNEA Y 
ARBITRARIAMENTE LAS DISPOSICIONES DE LA LEY 
2 (PROCEDIMIENTO SUMARIO DE RECLAMACIONES 
LABORALES) QUE LE IMPIDEN AL PATRONO 
INTERPONER UNA MOCIÓN DE DESESTIMACIÓN EN 
LA ALTERNATIVA DE LA CONTESTACIÓN A LA 
QUERELLA EN EL FORO JUDICIAL, YA QUE ÉSTAS 
NO SON EXTENSIBLES POR DICHO ESTATUTO NI 
POR LA LEY HABILITADORA DE LA AGENCIA NI POR 
SU REGLAMENTO A TRIPLE-S ADVANTAGE, POR 
ÉSTA ENTIDAD SER UN TERCERO AJENO A LA 
RELACIÓN PATRONO-EMPLEADO ENTRE TRIPLE-S 
SALUD Y LA RECURRIDA. 
 
TERCER ERROR: ERRÓ LA OMA AL EMITIR UNA 
RESOLUCIÓN EN REBELDÍA SIN CELEBRACIÓN DE 
VISTA ADJUDICATIVA QUE DECLARÓ HA LUGAR LA 
ALEGACIÓN INCORRECTA DE LA QUERELLA SOBRE 
LA IDENTIDAD DEL PATRONO Y QUE CONDENÓ A 
TRIPLE-S ADVANTAGE A PAGARLE UNA MESADA DE 
$19,650.99 A LA SRA. CAMPOS AUNQUE DEL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO SURGE EVIDENCIA 
SUSTANCIAL DE QUE LA ALEGACIÓN DE LA 
QUERELLA SOBRE LA IDENTIDAD DEL PATRONO 
QUE INDICA QUE ÉSTE ES “TRIPLE-S ADVANTAGE, 
INC. Y/O TRIPLE-S SALUD, INC.” ES INCORRECTA O 
FALSA. POR ELLO, LA OMA APLICÓ ERRÓNEA Y 
ARBRITARIAMENTE EL DERECHO VIGENTE SOBRE 
LA ANOTACIÓN DE REBELDÍA Y LA PROMULGACIÓN 
DE RESOLUCIONES SUMARIAS EN REBELDÍA POR 
NO CONTESTAR [LA] QUERELLA EN ESTE CASO 

PUES LA AGENCIA VIOLENTÓ EL DEBIDO PROCESO 
DE LEY QUE LA OBLIGA A DILUCIDAR LA 
CORRECCIÓN Y CERTEZA DE LA ALEGACIÓN DE LA 
QUERELLA SOBRE LA IDENTIDAD DEL PATRONO 
EN LA VISTA ADJUDICATIVA ANTES DE 
IMPONERLES CUALQUIER RESPONSABILIDAD 
PATRONAL A TRIPLE-S ADVANTAGE O A TRIPLE-S 
SALUD A TENOR CON LAS DISPOSICIONES DE LA 
LEY 80 (LEY SOBRE DESPIDOS INJUSTIFICADOS), 
YA QUE LOS EFECTOS FATALES DE LA 
RESOLUSIÓN SUMARIA EN REBELDÍA EN ESTE 
CASO NO PUEDEN SER AUTOMÁTICOS Y SON 
IRRAZONABLES. 
 

El 7 de junio de 2024, emitimos una Resolución concediendo 

a la parte recurrida el término de treinta (30) para expresarse. El 

10 de julio siguiente, se cumplió con lo ordenado por lo que, 



 
 

 
KLRA202400292 

    

 

5 

mediante Resolución8, nos dimos por cumplidos y decretamos 

perfeccionado el recurso.   

Analizados los escritos de las partes y el expediente 

apelativo; así como estudiado el derecho aplicable, procedemos a 

resolver.  

II.  

 Es norma reiterada en nuestro ordenamiento que los 

tribunales apelativos han de conceder gran deferencia a las 

decisiones de los organismos administrativos, por razón de la 

experiencia y pericia de las agencias respecto a las facultades que 

les han sido delegadas. Batista, Nobbe v. Jta. Directores, 185 DPR 

206 (2012). Nuestro más alto foro ha establecido que las decisiones 

de las agencias administrativas gozan de una presunción de 

regularidad y corrección. González Segarra et al. v. CFSE, 188 DPR 

252 (2013). Por esto, es necesario que aquel que desee impugnar 

dichas decisiones presente evidencia suficiente que derrote la 

presunción de validez de la que gozan las mismas y no descanse en 

meras alegaciones. Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409 (2003).  

Conforme lo ha interpretado nuestro Tribunal Supremo, la 

revisión judicial de este tipo de decisiones se debe limitar a 

determinar si la actuación de la agencia fue arbitraria, ilegal, 

caprichosa o tan irrazonable que constituyó un abuso de 

discreción. Mun. de San Juan v. CRIM, 178 DPR 163 (2010). La 

revisión judicial de una determinación administrativa se 

circunscribe a determinar si: (1) el remedio concedido por la 

agencia fue apropiado; (2) las determinaciones de hechos 

realizadas por la agencia están sostenidas por evidencia sustancial 

que obra en el expediente administrativo, y (3) las conclusiones de 

derecho fueron correctas. Pacheco v. Estancias, supra, pág. 431.   

 
8 Resolución del 11 de julio de 2024.  
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Por otra parte, aunque el derecho a un debido proceso de ley 

no tiene la misma rigidez en el ámbito administrativo, la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto 

Rico (LPAU), Ley 38 de 30 de junio de 2017 (Ley núm. 38-2017), 

dispone que, al adjudicar formalmente una controversia, las 

agencias deben salvaguardar a las partes los siguientes derechos: 

(1) una notificación oportuna de los cargos o querellas o reclamos 

en contra de una parte; (2) a presentar prueba; (3) a una 

adjudicación imparcial, y (4) a que la decisión sea una basada en 

el expediente. Sección 3.1 de la Ley núm. 38-2017; Hernández v. 

Secretario, 164 DPR 390 (2005). La Sección 4.5 de la Ley núm. 38-

2017, dispone que las determinaciones de hechos realizadas por 

una agencia administrativa serán sostenidas por el tribunal revisor 

si se encuentran respaldadas por evidencia suficiente que surja del 

expediente administrativo al ser considerado en su 

totalidad. Pacheco v. Estancias, supra, pág. 432. De modo, que la 

parte afectada deberá reducir el valor de la evidencia impugnada o 

demostrar la existencia de otra prueba que sostenga que la 

actuación del ente administrativo no estuvo basada en evidencia 

sustancial. Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 728 (2005). En 

consecuencia, nuestra función se circunscribe a considerar si la 

determinación de la agencia es razonable, ya que se persigue evitar 

que el tribunal revisor sustituya el criterio de la agencia por el 

suyo. Íd.  

Por otro lado, las conclusiones de derecho son revisables en 

toda su extensión. Sección 4.5 de la Ley núm. 38-2017. Sin 

embargo, ello “no implica que los tribunales revisores tienen la 

libertad absoluta de descartar libremente las conclusiones e 

interpretaciones de la agencia.” Otero v. Toyota, supra, pág. 729. 

Cuando un tribunal llega a un resultado distinto, este debe 

determinar si la divergencia es a consecuencia de un ejercicio 
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razonable y fundamentado de la discreción administrativa, ya sea 

por la pericia, por consideraciones de política pública o en la 

apreciación de la prueba. Íd.   

En conclusión, el tribunal solo podrá sustituir el criterio de 

la agencia por el propio cuando no pueda encontrar una base 

racional para explicar la determinación administrativa. Hernández 

Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592 (2006).  

a. 

La Ley núm. 15 de 14 de abril de 1931, mejor conocida como 

la Ley Orgánica del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos 

de Puerto Rico, según enmendada, establece que el departamento 

brindará servicios de mediación y conciliación para intervenir en 

disputas, conflictos o controversias entre obreros y patrones que 

surjan bajo las leyes laborales de Puerto Rico. Debido a esto existe 

la Oficina de Mediación y Adjudicación (OMA) que tiene como 

función “conciliar y adjudicar controversias obrero-patronales”.9 

Entre los asuntos que atiende la OMA se encuentra:10 

Ley núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada [29 
LPRA secs. 185a a 185m] sobre despido injustificado en 
aquellas querellas en que no se reclame indemnización de 
daños y perjuicios por otras causales adicionales y 
separadas al derecho de mesada y de compensación por el 
acto del despido bajo dicha ley. 

 

 La OMA cuenta con el Reglamento de Procedimientos de 

Mediación y Adjudicación, Reglamento Núm. 7019 de 11 de agosto 

de 2005, que establece un procedimiento uniforme para la 

adjudicación administrativa. Respecto a este proceso adjudicativo, 

la Regla 5.5 se expresa sobre la contestación de la querella, así:   

a. La parte querellada tendrá un término de diez (10) 
días desde la notificación de la querella para presentar 
su contestación a ésta por escrito. 
 
[…] 
 
c. La parte querellada deberá hacer un solo alegato 
responsivo, en el cual deberá incluir todas sus 

 
9 Véase, Sec. 18 de la Ley núm. 15 de 14 de abril de 1931, supra, 3 LPRA sec. 

320. 
10 Íd., inciso (4).   



 
 

 
KLRA202400292  

 

8 

defensas y objeciones. El querellado deberá incluir 
copia de todo documento en apoyo de sus defensas y 
alegaciones. No se permitirá que se presente 
reconvención o contrademanda contra el querellante.  
 
d. La parte querellada podrá solicitar prórroga al 
término de diez (10) días para presentar su 
contestación a la querella si posee causa o razón 
justificada para ello. Sin embargo, toda solicitud de 
prórroga deberá ser presentada dentro de dicho 
término y deberá ser juramentada por la persona, 
representante u oficial autorizado que solicita la 
misma. Las solicitudes de prórroga que no cumplan 
con estos requisitos serán denegadas de plano. 
(Énfasis nuestro). 

 

 Por otro lado, la Regla 5.6 del Reglamento Núm. 7019, supra, 

expresa que si la parte querellada no presenta su contestación a la 

querella dentro del término de diez (10) días o en la forma en la 

que se expresa en la Regla 5.5, el Juez o Jueza Administrativo 

podrá emitir una resolución contra la parte querellada, a 

instancia de la parte querellante concediendo el remedio a este. 

Por último, la Regla 10 dispone que dicho reglamento se 

interpretará de manera liberal, de modo que se garantice una 

solución rápida, justa y económica de todo procedimiento, de 

conformidad con las disposiciones de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, Ley núm. 

38-2017, la Ley núm. 384-2004 y la Ley núm. 2 de 17 de octubre 

de 1961, según enmendadas, conocida como Ley de 

Procedimiento Sumario de Reclamaciones Laborales.   

III.  

En síntesis, la parte recurrente señaló que erró la OMA al 

emitir una resolución en rebeldía, sin la celebración de una vista 

adjudicativa, y al imponer a Triple-S Advantage, de manera 

automática, el pago de la mesada, más continuar los 

procedimientos contra Triple-S Salud. Por estar los errores 

relacionados entre sí, los discutiremos de manera conjunta.  

De entrada, apuntalamos que la mesada es el remedio 

exclusivo disponible para los empleados que reclaman al amparo 
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de la Ley núm. 80 haber sido despedidos injustificadamente. 

Romero et als. v. Cabrer Roig et als., 191 DPR 643, 650 (2014). Por 

tanto, acorde con este axioma jurídico resulta suficiente para 

concluir que erró el foro recurrido al continuar los procedimientos 

contra Triple-S Salud. Esto, debido a que la recurrida no puede 

recibir doble compensación por el mismo reclamo de la mesada.   

Por otro lado, como indicamos, la Regla 5.6 del Reglamento 

Núm. 7019, supra, es clara al indicar que si la parte querellada no 

presenta su contestación a la querella dentro del término de diez 

(10) días, el Juez o la Jueza Administrativo podrá emitir una 

resolución contra la parte querellada concediendo el remedio 

solicitado. Interpretando dicha regla, bajo el crisol de la Sección 4 

de la Ley núm. 2-1961, la cual también dispone que, si el 

querellado no presenta la contestación a la querella durante el 

término dispuesto en la Sección 3, el juzgador de los hechos podrá 

dictar sentencia otorgándole a esta el remedio solicitado. Al 

respecto, el Tribunal Supremo ha expresado lo siguiente:11 

… al dictar sentencia en rebeldía se entienden 
aceptados los hechos bien alegados en la querella; 
que la rebeldía no priva al tribunal de su facultad 
de evaluar los méritos de la causa de acción; que el 
querellado no admite hechos incorrectamente 
alegados ni conclusiones de derecho, y que la 
tramitación de un caso en rebeldía no garantiza 
una sentencia favorable al querellante. Tampoco 
estas normas procesales están reñidas con la 
naturaleza y el carácter rápido y sumario del 

procedimiento establecido en la Ley Núm. 2, supra, 
concluimos, pues, que éstas son aplicables a estos 
procedimientos. [Énfasis nuestro] 

 

 En el caso ante nuestra consideración, la señora Campos 

Vélez presentó ante la OMA una Querella reclamando una mesada 

por despido injustificado contra Triple-S Advantage y Triple-S 

Salud. Como mencionamos, en la Resolución y orden parcial del 14 

de febrero 2024, el propio foro recurrido dictaminó que, a pesar de 

existir la admisión por parte de Triple-S Salud, del expediente 

 
11 Véase, Rivera v. Insular Wire Products Corp., 140 DPR 912, 932 (1996). 
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administrativo surgía que el Negociado de Normas del Trabajo 

consideró a Triple-S Advantage, como el patrono, por lo que era 

necesario dilucidar dicho asunto primariamente en una vista 

administrativa. Por tanto, al existir la controversia sobre a 

quién le corresponde el pago de la mesada, la OMA estaba 

impedida de dictar sentencia en rebeldía. Como estableció nuestro 

alto foro en Ocasio v. Kelly Services, 163 DPR 653, 673 (2005), no 

podrá dictarse automáticamente una sentencia en rebeldía cuando 

de las alegaciones no surja que el querellante tiene derecho al 

remedio solicitado.  

En virtud de lo anterior, advertimos que, aunque Triple-S 

Advantage hubiese contestado tardíamente la querella y procediera 

la anotación de la rebeldía, ello no tiene el alcance de que el foro 

recurrido podía automáticamente dictar resolución a favor de la 

recurrida. Es decir, un dictamen en rebeldía se puede dictar 

siempre que proceda como cuestión de derecho. En este sentido, 

reiteramos que ante la controversia de quién es el patrono de la 

recurrida la Resolución y Orden Parcial recurrida no procedía, 

conforme a la normativa previamente esbozada. Incluso, no existe 

en el expediente un fundamento racional para explicar las razones 

por las cuales la OMA se apartó de su propia determinación 

respecto a la necesidad de la celebración de una vista 

administrativa sobre este asunto.12 

En consecuencia, los errores se cometieron y procede remitir 

el caso a la OMA para que se celebren las vistas administrativas 

 
12 La revisión de los documentos incluidos en el expediente del recurso no nos 

lleva a concluir lo mismo que la OMA, respecto a que Triple-S Advantage es 

patrono de la recurrida. Esto pues, si bien es cierto que del Informe de 
Investigación realizado por la Secretaría Auxiliar de Asuntos Legales y Normas 

del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (DTRH), las cartas cursadas 

del Negociado de Normas del DTRH y los Cómputos de reclamaciones hechos por 

esta última se establecen que Triple-S Advantage es patrono de la recurrida, 

también encontramos que de los formularios W/2 de los años 2019-2022, la 

carta de despido, el contrato de empleo probatorio y una comunicación de 
Triple-S Management surge que el patrono de la recurrida es Triple-S Salud.  

Véase, Apéndice del Recurso, a las págs. 226-229, 362-368 y 488-491.   

Más aún, surge del comunicado de Triple-S Management que Triple-S Advantage 

no tiene empleados. Íd., a la pág. 413.  
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que estime necesarias y adecuadas para dilucidar la controversia 

antes especificada. Así, entonces se procederá a conceder el 

remedio reclamado en contra del patrono correspondiente.   

IV.  

 Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la 

Resolución y Orden Parcial recurrida. Se devuelve el asunto ante la 

OMA para que continúe los procedimientos, acorde con lo aquí 

determinado.    

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

 
LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


